

AUTO NÚMERO: DOSCIENTOS SESENTA Y TRES
Córdoba, trece de diciembre de dos mil trece.-------------------------------------------
VISTOS:--------------------------------------------------------------------------------------

Estos autos caratulados: "CORNEJO, JORGE ALBERTO C/ SUPERIOR GOBIERNO DE LA PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. Letra "C", N° 50, iniciado el diecinueve de diciembre de dos mil once), en los que:-----------------
1.- A fs. 62 la parte demandada interpuso recurso de apelación, en contra del Auto Número Cuatrocientos setenta y ocho, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el dieciséis de septiembre de dos mil once (fs. 57/61), mediante el cual se resolvió: "1.- Rechazar la excepción de incompetencia del Tribunal deducida por la demandada, con costas. 2.- Diferir la regulación de honorarios..." confirmando el primer decreto fundado suscripto por el Presidente, mediante el cual se dispuso "…Por corresponder a esta jurisdicción admítase en cuanto por derecho corresponda la presente demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción. ..." (fs. 32).-
La expresión de agravios admite el siguiente compendio:---------------------
Como primer agravio impugna el argumento del A quo en virtud del cual entendió que el actor, que dice haber sido notificado de las resoluciones que ataca con fecha 30 de julio de 2010, interpuso contra las mismas recurso de "casación" el cual fue calificado en virtud del principio del informalismo, como "recurso de reconsideración". Ante su rechazo formal la demanda planteada el 19 de agosto de dos mil diez, se encontraba en término.-----------------------------------------------
Denuncia que tal interpretación del Tribunal no se compadece con la realidad objetiva obrante en autos pues las actas de constatación labradas con fecha 14 de agosto de 2009 tienen el carácter de instrumento público y hacen presumir tanto su autenticidad como la veracidad de los hechos constatados, con lo cual las multas fueron aplicadas con fecha 14 de agosto de 2009 y allí se notificó al actor el monto de las mismas y también que podía hacer el descargo por escrito en el término de cinco días.---------------------------------------------------
Insiste en que el actor no cuestionó las actas y que por eso su parte decidió con fecha 12 de julio de 2010, declararlo en rebeldía y condenarlo al pago de una multa conforme lo establecido en los artículos 107 y 108 de la Ley 8560.----------
Destaca que el actor consintió las multas aplicadas por la Policía Caminera y recién interpuso recurso de casación con fecha 04 de agosto de 2010 por lo cual del cotejo de las fechas de notificación de los actos administrativos impugnados, se desprende que los mismos no cumplimentan las exigencias formales de temporaneidad previstas en la Ley 6658.-------------------------------------------------
Entiende que el actor recurre a la vía judicial impugnando un acto de la Administración que había quedado firme y consentido, con los efectos de la cosa juzgada administrativa, por cuanto si no hizo uso de la vía recursiva pertinente, mal puede ahora pretender la procedencia del reclamo que no hizo en tiempo.-----
Como segundo agravio manifiesta que se equivoca el a quo pues el actor no impugnó oportunamente las multas aplicadas por Resoluciones                     Números 00020693965/6 y 00020693966/5 por lo que dichos actos devinieron en firmes por el mero paso del tiempo y no pueden ser sometidas al conocimiento de los Jueces.-------------------------------------------------------------------------------------
Añade que el procedimiento administrativo para el juzgamiento de las infracciones de tránsito se encuentra regulado en la Resolución Número 08/2009 donde se destaca que los recursos previstos son el de reconsideración y el jerárquico, por lo que en su opinión el recurso de casación interpuesto por el actor no puede ser tomado como reconsideración. Cita textualmente el artículo 14 de la norma.-----------------------------------------------------------------------------------
Esgrime que no ha existido por parte del Tribunal valoración suficiente de las constancias y pruebas rendidas en autos para rechazar la excepción de incompetencia opuesta a su parte. Cita jurisprudencia.---------------------------------
Destaca que los actos administrativos no impugnados en tiempo y forma son inatacables y que la garantía de defensa no ampara la negligencia de las partes. Cita jurisprudencia.-----------------------------------------------------------------
Mantiene la reserva del caso federal (art. 14, Ley 48).-------------------------
2.- A fs. 77 se corrió traslado del recurso a la contraria quien lo evacuó a fs. 80/84vta. solicitando su rechazo por las razones que expresa.---------------------
3.- A fs. 85 se dio intervención al Señor Fiscal General de la Provincia, expidiéndose el Señor Fiscal Adjunto en sentido adverso a la procedencia formal del recurso de apelación (Dictamen CA N° 703 del 03 de agosto de 2012,              fs. 86/87vta.).---------------------------------------------------------------------------------

4.- A fs. 88 se dictó el decreto de autos, el que firme (fs. 89), deja la causa en estado de ser resuelta.--------------------------------------------------------------------
Y CONSIDERANDO:---------------------------------------------------------------------
I) Que el recurso de apelación ha sido interpuesto en tiempo propio, en contra de una resolución recurrible y por quien se encuentra procesalmente legitimado a tal efecto (art. 43 de la Ley 7182).-----------------------------------------
II) Que en el caso es aplicable la doctrina sustentada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación y por este Tribunal Superior de Justicia según la cual una cuestión se torna insustancial cuando una clara jurisprudencia, indudablemente aplicable a ella, impide toda controversia seria respecto de su solución, máxime cuando la recurrente no aduce razones que pongan en tela de juicio la aplicabilidad del precedente ni importen nuevos argumentos que puedan llevar a una modificación de lo establecido en aquél (cfr. Fallos 304:133; 308:1260; 316:2747, entre otros y doctrina de esta Sala in re: "Rinaldi, Francisco y otra c/..." Sent. Nro. 75/2001; "Rubino, Mari R. y otros c/..." Sent. Nro. 81/2001; "Becher, Ángel y otro c/..." Sent. Nro. 83/2001; "Benassi, Rubén Darío c/...", Sent. Nro. 102/2001; "Jure, Humberto y otros c/..." Sent. Nro. 103/2001; "Moraguez, María y otra c/..." Sent. Nro. 107/2001; "Martínez, José Francisco c/..." Sent. Nro. 116/2001, entre otras).--------------------------------------------------
En el sub lite, la impugnante reedita casi textualmente los argumentos ya introducidos al oponer la excepción de incompetencia (fs. 39vta./40), los que han sido atendidos a su turno por la Judex a quo mediante un decisorio que repele las críticas opuestas por la recurrente.---------------------------------------------------------
En efecto, del repaso de las razones expuestas por la Cámara y su confrontación con la base fáctica de autos, aparece sin sustento la simple insistencia de la recurrente en orden a su personal visión del agotamiento de la vía administrativa, entendiendo que la excepción de incompetencia es válida pues el actor "recurre a la vía judicial impugnando un acto de la administración  que ha quedado firme y consentido con los efectos de la cosa juzgada administrativa y en consecuencia susceptible de revisión…" (cfr. fs. 73).----------------------------
El recurrente se limita a denunciar reiteradamente que las actas de constatación (cfr. folios 5 y 6 del Expte Adm. Nro. FE01453925017-710) fueron labradas por la Autoridad de Control con fecha 14 de agosto de 2009, que tenían el carácter de instrumento público, notificaron el monto a pagar y le hicieron saber al actor que tenía cinco días para formular el descargo y que al no haberlas impugnado oportunamente, el Señor Cornejo las consintió, por lo que no puede pretender la procedencia de su reclamo recién con fecha 04 de agosto de 2009 al plantear recurso de casación contra las Resoluciones del Tribunal Policial de Faltas (cfr. fs. 39vta./40 y 72vta./73).-----------------------------------------------------
Tal razonamiento deja al descubierto su disenso con el criterio adoptado, mediante una apreciación parcial de la cuestión, que no logra acreditar debidamente el error en el procedimiento ni la supuesta ausencia de los requisitos de temporaneidad exigidos por el artículo 1 inciso a) de la Ley 7182.---------------
III) Que en las condiciones descriptas, la censura deviene insustancial para revertir el sentido del fallo, que se ajusta a la doctrina legal vigente de este Tribunal según la cual, en el marco de la Ley 7182, la excepción de incompetencia del Tribunal que debe ser opuesta en forma de artículo previo, tiene un régimen jurídico específico, que está legalmente predeterminado a dos supuestos claramente diferenciables: a) que la resolución reclamada no de lugar a la acción contencioso administrativa o b) que la demanda haya sido presentada fuera de término (conf. art. 24 inc. 1).----------------------------------------------------

Dicho precepto debe ser interpretado sistemáticamente con el artículo 1 de la Ley 7182 que contiene una cláusula general delimitadora de la "competencia" de la jurisdicción contencioso administrativa, en función de una minuciosa definición de lo que es la materia contencioso administrativa. Dicha cláusula se complementa con otras, como el artículo 2 que define los casos excluidos y el artículo 6 que establece que la demanda contencioso administrativa debe prepararse mediante el o los recursos necesarios para obtener de la autoridad competente de última instancia, el reconocimiento o denegación del derecho reclamado o interés legítimo afectado.-------------------------------------

Los artículos 7 y 8 establecen las pautas temporales para que la Administración se expida, definiendo igualmente el término para la interposición de la demanda según medie acto presunto producido por silencio o acto expreso.-

Tales preceptos son los que proveen las directrices para establecer en cada caso concreto cuándo "la resolución reclamada no da lugar a la acción contencioso-administrativa" o bien cuándo "la demanda ha sido presentada fuera de término" (art. 24 inc. 1), siendo estos los típicos supuestos de "incompetencia" en el proceso contencioso administrativo (cfr. doctrina de esta Sala en Sents. Nro. 36/2000 "Iriart, Pedro Juan"; Nro. 156/2000 "Moreno, Enrique Fernando" y Nro. 31/2001 "Falchetto, Luis A. y otro", entre otras).-------
Asimismo, es jurisprudencia constante de los Tribunales del Fuero (Sents. Nro. 22 del 31/07/1997 "Álvarez..."; Nro. 72 del 06/11/1997 "Aliaga, Agustín...", entre muchas) que la materia contencioso administrativa se configura sólo en presencia de resoluciones dictadas en ejercicio de función administrativa por autoridades con facultad para decidir en última instancia y que resuelvan o hayan tenido oportunidad de resolver sobre el fondo de la cuestión o derecho vulnerado, según se trate de acto denegatorio expreso o presunto (T.S.J., A.A.I.I. 12/1982 "Sodicor...", 166/1982 "Suc. R. Tato...", entre otros) o que la denegatoria formal del recurso emanada de dicha autoridad no haya quedado consentida al impugnar fundadamente el recurrente los concretos motivos aducidos para ello por la Administración (T.S.J., A.A.I.I. 212/1982 "Bustos de Sabena...", 210/1984 "Empr. Grau y Cerrito...", 145/1985 "Banco Hipotec. Nacional...", 350/1986 "Coop. Agropec. ...", entre otros) y que la demanda haya sido incoada en tiempo propio, en definitiva, que la resolución impugnada y objeto del proceso "cause estado", esto es que presente la "posibilidad de ser recurrida por la vía contencioso-administrativa; si desaparece la posibilidad de la interposición del recurso contra la resolución administrativa, sea por consentimiento o vencimiento del término, ésta se transforma en decisión administrativa firme" (FIORINI, B. A., ¿Qué es el Contencioso?, Capital Federal 1965, págs. 216/217), conceptos que han sido ratificados por la jurisprudencia de este Tribunal en vigencia de la Ley 7182.--------------------------------------------------------------------
IV) Que en este orden de ideas, es inconmovible la premisa del A quo consistente en que las Resoluciones Números 000206939656 y 000206939665 (cfr. fs. 1 y 4) emanadas del Juez Policial de Faltas de Tránsito, son actos administrativos "definitivos" en tanto resuelven el fondo de la cuestión, ya que tras declararlo rebelde y autor responsable de las infracciones que se le imputaban (arts. 74 inc. 1 a código 341 (no llevar encendida la luz baja) y 49 inc. 1 código 502 (no guardar distancia prudente del vehículo que le precede) Ley 8560, t.o. 2004, cfr. fs. 16), condenaron al actor al pago de la multa, por lo que el rechazo de puño y letra por parte del Juez Policial de Faltas del recurso de casación interpuesto por el Señor Cornejo (fs. 8/12), es correctamente traído a juicio como decisión que causa estado (fs. 8, 23 y 60vta.).----------------------------

El A quo entendió con acierto que al no existir en autos constancia de la notificación de las Resoluciones Números 000206939656 y 000206939665, debe tomarse como base, lo expresado por el actor (art. 18 inc. a) de la Ley 7182), quien sostuvo haber sido notificado el 30 de julio de 2010 (fs. 16) e interpuso con fecha 04 de agosto de 2010 recurso de "casación", el cual, en virtud del principio de informalismo (art. 9 de la Ley 7182) debe contemplarse como "recurso de reconsideración" y, por ello, ante su rechazo formal, la demanda contencioso administrativa que se planteó con fecha 19 de agosto de 2010, se encuentra dentro del término previsto por el artículo 8 ib. (fs. 60vta.).---------------------------

Esta decisión de la Juzgadora se confirma y completa a poco de advertir que si bien las actas de constatación se labraron por la Autoridad de Control con fecha 14 de agosto de 2009 y como dice la recurrente, el actor no las impugnó ni formuló descargo alguno dentro del plazo previsto, ello no puede significar, como se pretende, que haya acudido a la "…vía judicial impugnando un acto de la administración que ha quedado firme y consentido…" (fs. 73), pues como bien lo explica y define la propia Ley 9169 "Ley Provincial de Tránsito N° 8560, t.o. 2004" y su reglamentación vigente al momento de interponer la demanda, Resolución Número 8/2009 y su modificatoria Resolución Número 015/2009, publicada con fecha 07/07/2009, del Director de Prevención de Accidentes de Tránsito, el acta de constatación es un documento labrado por la Autoridad de Control, cuyo contenido se presume cierto mientras no se demuestre lo contrario (art. 5, Ley 9169, t.o Ley 8560/04) y sólo sirve como prueba suficiente y de base a la resolución definitiva del Juez (art. 7, Res. Nro. 8/2009 y 015/2009, énfasis agregado).-------------------------------------------------------------------------------------

Las Resoluciones definitivas del Juez de Faltas fueron en autos las Números 000206939656 y 000206939665, en virtud de las cuales, se declaró rebelde al actor y se le impusieron las multas correspondientes a las infracciones que se le imputaban, notificadas a su parte, según expresó, con fecha 30 de julio de 2010.---------------------------------------------------------------------------------------
La impugnación planteada por el Señor Cornejo, con fecha 04 de agosto de 2010 contra dichas resoluciones definitivas, aún habiendo sido mal nominada como "recurso de casación", cumplió con lo requerido por el artículo 14 de la Resolución Número 8/2009 "Reglamento Administrativo de Procedimiento para el Juzgamiento de las Infracciones de Tránsito tipificadas por la Ley 9169 t.o. Ley 8560 2004" y su modificatoria Resolución Número 015/2009, invocado por la propia recurrente (fs. 73 y vta.) y vigente a ese momento y siguió el procedimiento previsto en la norma, concluyendo debidamente el trámite, según se destaca en el artículo 15 del mismo reglamento, esto es "…Las Sentencias firmes dictadas por Juez competente causan estado y agotan la vía administrativa..." (énfasis agregado).-----------------------------------------------------

Ello así, en conjunción con el  principio pro actione que consiste en brindar la mayor garantía y promover la interpretación más favorable al ejercicio del derecho de acción y, por lo tanto, asegurar, en lo posible, más allá de las dificultades de índole formal, una decisión sobre el fondo de la cuestión objeto del procedimiento (cfr. Sala Contencioso Administrativa, Sent. Nro. 91/2007).---

En el sub lite, ante la ausencia de notificación de las resoluciones impugnadas, cabe propiciar como solución como consecuencia de la inferencia lógica y razonable, derivable de los pronunciamientos de la Corte Suprema y de nuestro ordenamiento público local, que no sea sino la de habilitar la instancia del control judicial.--------------------------------------------------------------------------

V) Que finalmente, es pertinente señalar que la solución propiciada por el Tribunal de Juicio y confirmada en esta instancia, en manera alguna traduce para la demandada una denegación de justicia, ni vulnera el debido proceso y la defensa en juicio, ya que el derecho a la tutela judicial efectiva comprende el de obtener una resolución fundada en derecho, la que será de fondo o no, siempre que concurran los requisitos procesales para ello (doctrina de Sentencias Nro. 18/1996 "Theaux de D'Intino, Clara..."; Nro. 25/1996 "Otero Astrada, Angélica..."; Nro. 49/1996 "Cestac de Vallejos, Teresa..."; Nro. 72/1997 "Aliaga, Agustín María y Otros..."; Nro. 87/1998 "Gallardo, Rafael Nicolás..."; Nro. 205/2000 "Clamer, Pedro Jorge..."; Nro. 40/2001 "Luna, Myriam del Valle..."; Nro. 99/2002 "Telefónica Comunicaciones Personales S.A. ...", entre muchas).---------------------------------------------------------------------
En idéntico sentido se pronuncian la doctrina y jurisprudencia de los países que incorporan expresamente en sus textos constitucionales la precitada tutela judicial, receptada en la nueva Constitución de Córdoba en el Preámbulo y en su artículo 19 inciso 9, en los artículos 18 de la Constitución Nacional, 10 de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre de 1948 y 2.3.a. del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (entre otros, González Pérez, Jesús, El derecho a la tutela jurisdiccional, Madrid, Ed. Civitas 1984, págs. 19 y sgtes.; Figueruelo Burrieza, Ángela, El Derecho a la tutela judicial efectiva, Edit. Tecnos, Madrid 1990, págs. 49 y ss. y Chamorro Bernal, Francisco, La tutela judicial efectiva, Edit. Bosch, Barcelona 1994, pág. 298)..----------------------------
Dicha tutela debe considerarse satisfecha con la obtención de una resolución fundada en derecho, que puede ser de inadmisión o desestimación por algún motivo formal cuando concurra alguna causa legal y así lo acuerde el Tribunal en aplicación razonada de la misma (González Pérez, Jesús, El derecho a la tutela jurisdiccional, Ed. Civitas, 1984, págs. 30 y sgtes. y Domingo Juan Sesin, "La materia contencioso administrativa en Córdoba", en Revista de Derecho Público, Rubinzal Culzoni Edit., 2003-1, págs. 97 y ss. y "El derecho a la tutela judicial efectiva. Alcance e intensidad en el proceso administrativo actual" en Estudios de Derecho Administrativo, Edic. Dike, Foro de Cuyo, Mendoza marzo 2004, T. X, pág. 137).---------------------------------------------------

VI) Que en consecuencia, corresponde rechazar el recurso interpuesto, debiendo confirmarse la resolución del Tribunal a quo, desde que en autos no se configuran los presupuestos necesarios para hacer lugar a la excepción de incompetencia (art. 24 inc. 1) de la Ley 7182)..-----------------------------------------

Por ello,.-------------------------------------------------------------------------------
SE RESUELVE:.---------------------------------------------------------------------------
I) Declarar mal concedido por inadmisible el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada (fs. 62), en contra del Auto Número Cuatrocientos setenta y ocho, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa 
de Segunda Nominación el dieciséis de septiembre de dos mil once (fs. 57/61), con costas.-------------------------------------------------------------------------------------
II) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Jorge Alberto Cornejo, por las labores desarrolladas en esta instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..---------------------------------------------------
Protocolizar, hacer saber, dar copia y bajar.-
VOCALES: DRES. Sesin - Tarditti - Andruet (h) 
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